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1. Objeto del proyecto de ley

El proyecto de ley objeto de estudio, se propo-
ne establecer un régimen de insolvencia para la 
persona natural no comerciante, necesidad legal 
omitida en la Ley 1116 de 2007 que estableció el 
régimen de insolvencia empresarial dirigido emi-
nentemente a las personas jurídicas dedicadas a la 
actividad empresarial y comercial.

Este régimen de insolvencia para persona na-
tural no comerciante, tiene por objeto permitirle 
al deudor que es persona natural no comerciante 
acogerse a un procedimiento legal y gratuito, que 
le permita mediante un trámite de negociación de 
deudas, luego de proponer una fórmula de pago, 
celebrar un acuerdo con sus acreedores y cumplir 
así con sus obligaciones pendientes con el sistema 

-
turales.

2. Antecedentes del proyecto

El día de ayer, 19 de septiembre, se divulgó 
en los medios de comunicación la decisión de la 
Corte Constitucional de declarar por vicios insub-
sanables en su criterio, la inexequibilidad de las 
normas que fueron aprobadas dentro del término 
de las sesiones extraordinarias de 2010, al no ha-
berse publicado en el  el contenido 
del Decreto a través del cual el Gobierno convo-
có a esas sesiones extras. En consecuencia, la Ley 
1380 de 2010 perdió toda vigencia y en tal senti-
do, proceden los suscritos congresistas a presentar 
nuevamente a consideración tanto de la Cámara de 
Representantes como del Senado de la República, 
el presente proyecto de ley.

Esta iniciativa busca la expedición de una nor-
matividad integral tendiente a permitirle al deudor 
que es persona natural no comerciante acogerse a 
un procedimiento legal y gratuito, que le permi-
ta mediante un trámite de negociación de deudas, 
luego de proponer una fórmula de pago, celebrar 
un acuerdo con sus acreedores y cumplir así con 

-
ciero, con el comercio y demás personas naturales.

El Proyecto de ley 055 de 2008 Cámara, que 
dio origen a la Ley 1380 de 2010, fue presentado el 
31 de julio de 2008 ante la Secretaría General de la 
Cámara de Representantes y publicado en la Ga-
ceta del Congreso 494 de agosto 1º de 2008, por 
los Representantes Simón Gaviria Muñoz, Roy 
Barreras, Ómar Flórez Vélez, Guillermo Santos 
Marín, Carlos Ramiro Chavarro, Eduardo Crissien 
y David Luna, entre otros y los Senadores Gina 
Parody, Aurelio Iragorri, Mario Salomón Náder, 
entre otros.
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Como antecedentes vale la pena mencionar que 
en el marco de discusión de esta ley se efectuaron 
foros académicos con las siguientes entidades pú-
blicas y privadas:

Superintendente Financiero, Director de Re-
gulación Financiera del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, Director de Impuestos de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN); Director de Regulación del Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo, Director del 

Comercio de Bogotá, Vicepresidente del Instituto 
Panamericano de Derecho Procesal, Presidente del 
Instituto Iberoamericano de Derecho Concursal 
Capítulo Colombiano, Coordinador del Grupo de 
Estudio del Proyecto de Ley sobre insolvencia, de-
signado por Instituto Iberoamericano de Derecho 
Concursal Capítulo Colombiano, Presidente de la 
Asociación Bancaria y de Entidades Financieras 

-
cia S. A., entre otros.

Adicionalmente, se consultó a entidades tales 
como la Superintendencia de Industria y Comer-
cio, Super intendencia de Sociedades, Fede-
ración Nacional de Comerciantes, Fenalco, Con-
federación Colombiana de Cámaras de Comercio, 
Confecámaras, Federación Nacional de Ganade-
ros, Fedegan, Universidad Externado de Colom-
bia, etc.

3. Marco normativo

3.1. Fundamentos constitucionales

Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de 
Derecho, organizado en forma de República uni-
taria, descentralizada, con autonomía de sus en-
tidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las per-
sonas que la integran y en la prevalencia del inte-
rés general.

servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los princi-
pios, derechos y deberes consagrados en la Cons-
titución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia 

Las autoridades de la República están institui-
das para proteger a todas las personas residentes 
en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, 
y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares.

Artículo 3°. La soberanía reside exclusivamen-
te en el pueblo, del cual emana el poder público. 
El pueblo la ejerce en forma directa o por medio 

de sus representantes, en los términos que la Cons-
titución establece.

Artículo 4°. La Constitución es norma de nor-
mas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se 
aplicarán las disposiciones constitucionales.

Es deber de los nacionales y de los extranjeros 
en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y 
respetar y obedecer a las autoridades.

Artículo 5°. El Estado reconoce, sin discrimi-
nación alguna, la primacía de los derechos in-
alienables de la persona y ampara a la familia 
como institución básica de la sociedad.

Artículo 334. La dirección general de la econo-
mía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, 
por mandato de la ley, en la explotación de los 
recursos naturales, en el uso del suelo, en la pro-
ducción, distribución, utilización y consumo de los 
bienes, y en los servicios públicos y privados, para 

mejoramiento de la calidad de vida de los habitan-
tes, la distribución equitativa de las oportunidades 

un ambiente sano.

El Estado, de manera especial, intervendrá 
para dar pleno empleo a los recursos humanos y 
asegurar que todas las personas, en particular las 
de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los 
bienes y servicios básicos. También para promo-
ver la productividad y la competitividad y el desa-
rrollo armónico de las regiones.

3.2. Fundamentos legales

El trámite concursal, entendido como aquél 
procedimiento legal al que se puede acudir en los 
casos en los que por falta de liquidez una persona 
no pueda atender sus obligaciones crediticias, se 

el Libro II del Código de Comercio, se expide un 
nuevo régimen de procesos concursales y se dictan 

-
mercio expedido mediante el Decreto 410 de 1975, 
posteriormente en la Ley 550 de 1999 por la cual 
se establece un régimen que promueva y facilite 
la reactivación empresarial y la reestructuración 
de los entes territoriales para asegurar la función 
social de las empresas y lograr el desarrollo armó-
nico de las regiones y se dictan disposiciones para 
armonizar el régimen legal vigente con las normas 
de esta ley y más recientemente a través de la Ley 
1116 de 2006, por la cual se establece el Régimen 
de Insolvencia Empresarial en la República de 
Colombia y se dictan otras disposiciones.

Todas ellas, sin embargo, concebidas como re-
gímenes legales para empresas y comerciantes, en 
ningún caso para personas naturales no comercian-
tes. De hecho, en el artículo 8º de la Ley 1116 de 
2006, por medio la cual se estableció el Régimen 
de Insolvencia Empresarial, se lee:
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“Artículo 3°. Personas excluidas. No están su-
jetas al régimen de insolvencia previsto en la pre-

8. Las personas naturales no comerciantes”.

3.3. Fundamentos jurisprudenciales

La Corte Constitucional mediante Sentencia 
C-699 de 2007 al pronunciarse sobre la exequibi-
lidad del mencionado numeral 8º del artículo 3º de 
la Ley 1116 de 2006, ordenó en el segundo nume-
ral de su parte resolutiva lo siguiente:

“Segundo. Exhortar al Congreso de la Repú-
blica para que dentro del ámbito de su potestad de 

-
versal para personas naturales no comerciantes”.

4. Consideraciones generales

A nivel internacional encontramos como ante-
cedente el sistema de quiebra de los Estados Uni-
dos, el cual se ha hecho célebre a nivel mundial 

deudores como de acreedores, que contemplan 
desde el proceso de reajuste de deudas para perso-
nas naturales hasta el proceso de quiebra directa, 
comúnmente conocidos como los capítulos 13 y 7, 
respectivamente, del Código Federal de Quiebras 
de los Estados Unidos. También se da en España 
y Uruguay.

La importancia del proyecto de ley radica en 
la posibilidad efectiva que podría ofrecer al sector 
productivo de la economía, constituido por las per-
sonas naturales que se encuentran empleadas bien 
sea al sector público o privado, pero que no son 
comerciantes, de pagar sus deudas y reintegrarse 

Lo que nos mueve a plantear una fórmula de so-
lución para anticiparse a los casos de quiebra de la 
persona natural, es la necesidad que existe de tener 

en resultados, para el ciudadano que atraviesa por 

asiste tanto la voluntad de pago como la de recu-
perarse económicamente y que son los esfuerzos 
aislados que le representan a un país su verdadera 
capacidad productiva de largo plazo.

Tal y como está planteado el proyecto de Ley de 
Régimen de Insolvencia para la Persona Natural 
no Comerciante, se concibe como una herramien-
ta que apunta a plantear un mecanismo expedito y 
sencillo para el deudor no comerciante de superar 
su crisis económica, acudiendo a un procedimien-
to de esencia conciliatoria entre el deudor y sus 
acreedores para que en un término no superior a 
60 días, máximo 90, a través de un trámite de ne-
gociación de deudas en el que de común acuerdo 
ante un Conciliador se puedan replantear las con-
diciones de pago de sus obligaciones sin importar 
la naturaleza de estas, es decir, que pueden ser ob-

jeto de este procedimiento las deudas privadas, las 

públicos, impuestos, tasas o contribuciones, etc., 
-

ción de intereses, dación en pago, intercambio de 
activos, entre otras posibilidades se concluya en un 
acuerdo de pago factible que le posibilite al deudor 

recuperar sus recursos y normalizar .

de la población total.

población total.

son titulares de tarjetas de crédito y en la misma 
proporción son usuarios de créditos de consumo

-

-
dito que presentan más de un mes de mora en el 
pago y cerca de otro billón por 40.000 créditos hi-
potecarios aproximadamente, que presentan más 
de 4 cuotas en mora.

Fuente: Asobancaria. CIFIN.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 097 DE 
2011 CÁMARA

por la cual se establece el Régimen de Insol-
vencia para la Persona Natural no Comerciante.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Finalidad del Régimen de Insol-
vencia Económica para la Persona Natural no 
Comerciante. El régimen de insolvencia regula-
do en la presente ley tiene por objeto permitirle al 
deudor persona natural no comerciante, acogerse 
a un procedimiento legal que le permita mediante 
un trámite de negociación de deudas en audiencia 
de conciliación extrajudicial celebrar un acuerdo 
de pago con sus acreedores y cumplir así con sus 
obligaciones pecuniarias pendientes sin importar 
su naturaleza, salvo las originadas en obligaciones 
alimentarias, ni los procesos ejecutivos correspon-
dientes a las mismas.



Página 4 Martes, 20 de septiembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  700

El régimen de insolvencia económica buscará, 
además, promover siempre la buena fe en las re-

natural no comerciante.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Estarán so-
metidas al régimen de insolvencia contemplado en 
la presente ley las personas naturales no comer-
ciantes que tengan su domicilio en el país.

Artículo 3°. Principios del Régimen de In-
solvencia Económica para la Persona Natural 
no Comerciante. El régimen de insolvencia está 
orientado por los siguientes principios:

1. Universalidad: La totalidad de los bienes del 
deudor quedarán vinculados al procedimiento de 
insolvencia, a partir de su iniciación.

2. Colectividad: La totalidad de los acreedores 
del deudor en crisis deben concurrir al proceso 
concursal.

3. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los 
acreedores que concurran al procedimiento de in-
solvencia, sin perjuicio de la aplicación de las re-
glas sobre prelación legal de créditos.

material tanto del deudor como de sus acreedores.

5. Celeridad: Brevedad en los términos previs-
tos dentro del procedmiento de insolvencia.

6. Transparencia: El deudor deberá proporcio-
nar la información solicitada por el conciliador 
o el Juez según sea el caso, de manera oportuna, 
transparente y comparable, permitiendo el acceso 
a ella en cualquier oportunidad del procedimiento. 
Por su parte, el acreedor deberá suministrar al pro-
cedimiento de insolvencia la totalidad de la infor-
mación relacionada con el crédito, sus intereses y 
sus garantías.

7. Buena fe: Las actuaciones en el curso del 
procedimiento de insolvencia deberán estar inves-
tidas de la buena fe tanto del deudor como de los 
acreedores y demás sujetos intervinientes quienes 
deberán propiciar la negociación no litigiosa, pú-
blica e informada en relación con las deudas y bie-
nes del deudor.

8. Publicidad: Divulgación oportuna del inicio 
del procedimiento de insolvencia así como del re-
sultado del trámite de negociación de deudas y del 
correspondiente acuerdo de pagos o de su fracaso, 
según sea el caso, para información del público in-
teresado.

9. Equilibrio: Se protegerán los derechos del 
deudor y del acreedor para que puedan acceder en 
igualdad de condiciones al procedimiento de in-
solvencia.

10. Simplicidad: El procedimiento deberá ser 
simple y fácil, ajeno a la litigiosidad, claro, preciso 
y breve en etapas y en trámites.

11. Prevalencia de los derechos fundamentales: 
Durante el curso del procedimiento de insolvencia 
prevalecerán los derechos constitucionales funda-
mentales y el derecho sustancial sobre el procesal.

Artículo 4°. Supuestos de insolvencia económi-
ca
que la persona natural no comerciante podrá aco-
gerse al procedimiento de insolvencia contempla-
do en esta ley, cuando como deudor se encuentre 
en situación de cesación de pagos.

El deudor estará en cesación de pagos cuan-
do incumpla el pago de dos o más obligaciones 
a favor de dos o más acreedores por más de no-
venta (90) días, o cursen en su contra una o más 
demandas de ejecución o de jurisdicción coactiva 
exigiendo el pago de alguna de sus obligaciones.

Parágrafo 1°. En cualquier caso, el valor por-
centual de las obligaciones con cesación de pagos 
o reclamadas judicial o coactivamente, deberán re-

del pasivo total a cargo del deudor a la fecha de los 

con lo establecido para el efecto en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para todos los efectos de esta ley, 
se excluyen del cómputo del derecho de voto y del 
porcentaje para determinar la cesación de pagos, 
los créditos a favor del cónyuge o compañero per-
manente del deudor o sus parientes en cuarto gra-

-
mero civil, así como también los créditos a favor 
de sociedades controladas por cualquiera de estos.

Artículo 5°. Competencia de los conciliadores. 
Tratándose de deudores personas naturales no co-
merciantes, la solicitud para dar inicio al proce-
dimiento de insolvencia podrá ser presentada ante 
cualquiera de los Centros de Conciliación del lugar 
del domicilio del deudor, que se encuentren debi-
damente autorizados por el Ministerio del Interior 
y de Justicia, incluidas las Notarías y estos opera-

640 de 2001 

Los Conciliadores en uso de las facultades con-
feridas por el inciso 3o del artículo 116 de la Cons-
titución Política, conocerán de los procedimientos 
de insolvencia.

No obstante cuando en el desarrollo del proce-
dimiento de insolvencia se presenten situaciones 
que superen las atribuciones o la competencia con-
ferida legalmente al Conciliador, dicha situación 
será resuelta mediante el trámite de proceso verbal 
sumario de única instancia ante el Juez Civil Mu-
nicipal del domicilio del deudor.

Artículo 6°. Competencia de la jurisdicción 
civil. Conocerá, en única instancia de las contro-
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versias contenciosas previstas en esta ley, el Juez 
Civil Municipal del domicilio del deudor, a través 
del proceso verbal sumario en los siguientes casos:

a) Cuando así lo disponga la presente ley por 
presentarse situaciones en desarrollo del procedi-
miento de insolvencia que superen las atribuciones 
o la competencia conferida legalmente al Conci-
liador;

b) Cuando el acuerdo de pagos que resulte del 
procedimiento de insolvencia sea impugnado. Los 
jueces civiles deberán dar prelación a los procedi-
mientos de insolvencia que les sean dados a cono-
cer, sobre los demás procesos que en materia civil 
les competen.

Parágrafo 1°. El Juez Civil Municipal que co-
nozca la primera de las controversias que se susci-
ten en el trámite previsto en esta ley, conocerá de 
manera privativa de todas las demás controversias 
que se presenten durante el trámite o ejecución del 
acuerdo. En estos eventos no habrá lugar a reparto.

Parágrafo 2°. El Ministerio Público podrá ha-
cerse presente a lo largo de todo el procedimiento 
de insolvencia, debiendo hacerlo en los casos en 
que se discutan obligaciones de jurisdicción coac-
tiva o reclamación de alimentos.

Artículo 7°. Gratuidad. Los trámites inherentes 
a los procedimientos de insolvencia que se cele-
bren ante funcionarios públicos facultados para 
conciliar, ante centros de conciliación de consul-
torios jurídicos de facultades de derecho y de las 
entidades públicas serán gratuitos. Los Notarios y 
los Centros de Conciliación privados podrán co-
brar por sus servicios de conformidad con el mar-
co tarifario que establezca el Gobierno Nacional.

Artículo 8°. Tarifa para centros de conciliación 
remunerados. El Gobierno Nacional reglamentará 
el marco dentro del cual los centros de concilia-
ción remunerados, los abogados inscritos en estos 

del servicio de conciliación. En todo caso, para el 
cálculo de costos se tendrá en cuenta el monto to-
tal de las obligaciones por concepto de capital así 
como los ingresos del deudor.

Artículo 9°. Facultades y atribuciones del con-
ciliador. Para los efectos de la presente ley, el 
Conciliador, tendrá las siguientes facultades y atri-
buciones, sin perjuicio de lo establecido en otras 
disposiciones:

1. Citar al deudor y a sus acreedores de confor-
midad con lo dispuesto en esta ley.

2. Citar por escrito a quienes, en su criterio, de-
ban asistir a la audiencia.

3. Ilustrar a los comparecientes sobre el obje-
to, alcance y límites del procedimiento de insol-
vencia, del trámite de negociación de deudas y del 
acuerdo de pagos.

-
tos en esta ley y el suministro de toda la informa-
ción que de acuerdo con la misma deba aportar el 
deudor.

5. Solicitar la información que considere nece-
saria para la adecuada orientación del trámite de 
negociación de deudas.

6. Actuar como Conciliador en el curso del pro-
cedimiento de insolvencia.

7. Motivar a las partes para que presenten fór-
-

nanciera del deudor y la propuesta de negociación 
presentada por el mismo en la audiencia.

8. Velar porque el acuerdo de pagos al que lle-
guen el deudor y sus acreedores, cumpla con los 
requisitos de celebración y contenido exigidos en 
la presente ley y formular las propuestas de arre-
glo que en ese sentido, estime necesarias, dejando 
constancia de ello, en el acta respectiva.

9. Levantar las actas de las audiencias que se 
celebren en desarrollo de este procedimiento y lle-
var el registro de las mismas.

10. Registrar el acta de la audiencia de conci-
liación de conformidad con lo previsto en esta ley.

celebración del acuerdo y la declaratoria del cum-
plimiento o incumplimiento del mismo.

12. Con base en la información presentada por 
el deudor en la solicitud y demás elementos apor-
tados durante el trámite, elaborar el proyecto de 

-
midad con lo establecido sobre prelación de cré-
ditos en el Título XL del Libro Cuarto del Código 

adicionen.

Parágrafo. Es deber del Conciliador velar por 
que no se menoscaben los derechos ciertos e indis-
cutibles, así como los derechos mínimos e intran-
sigibles protegidos constitucionalmente.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA

CAPÍTULO II

Trámite de negociación de deudas

Artículo 10. Requisitos de la solicitud de trámi-
te de negociación de deudas. La solicitud de trámi-
te de negociación de deudas podrá ser presentada 
directamente por el deudor o a través de apodera-
do, la cual se entiende hecha bajo la gravedad del 
juramento y a ella se deberá anexar los siguientes 
documentos:

1. Un informe que indique de manera precisa 
las causas que lo llevaron a la situación de insol-
vencia.
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2. La propuesta para la negociación de deu-
das que debe ser clara, expresa, objetiva, fundada 
acorde con su estado patrimonial y con su pasado 
patrimonial y crediticio.

3. Una relación completa y actualizada de todos 
los acreedores, en el orden de prelación de crédi-
tos que señala el Título XL en los artículos 2488 
y siguientes del Código Civil, indicando nombre, 
domicilio y dirección de cada uno de ellos, direc-
ción de correo electrónico, cuantía y naturaleza 
de los créditos, tasas de interés, documentos en 
que consten, fecha de otorgamiento del crédito y 
vencimiento; nombre y domicilio y dirección de 

información, el deudor deberá expresarlo.

4. Una relación completa y detallada de sus ac-
tivos, incluidos los que posea en el exterior, indi-
cando valores y los datos necesarios para su iden-

gravámenes, afectaciones y medidas cautelares 
que pesen sobre ellos y una relación de los activos 
que haya enajenado o transferido a cualquier título 
dentro de los seis (6) meses anteriores a la solici-
tud del trámite de insolvencia.

5. Una relación de los procesos judiciales y de 
cualquier procedimiento o actuación administrati-
va de carácter patrimonial que adelante el deudor 
o que curse contra él, indicando el juzgado o la 

-
blico Independiente, en la cual además de dejar 
constancia del cumplimiento de los requisitos pre-
vistos en esta ley en cuanto a vencimiento de las 
obligaciones, monto, relación de las obligaciones 
vencidas con el total del pasivo y relación activo-

impedimentos frente al deudor.

-
dida por el empleador del solicitante cuando exista 
un contrato laboral vigente o por un contador pú-
blico en caso de que sea trabajador independiente.

8. Relación debidamente sustentada respecto 
del monto al que ascienden los gastos necesarios 
para la subsistencia del deudor y de las personas a 
su cargo, si las hubiese.

9. Monto de las obligaciones que el deudor debe 
continuar sufragando durante el proceso de nego-
ciación, para la adecuada conservación de sus bie-
nes y la debida atención de los gastos del proceso.

10. Información relativa a si tiene o no sociedad 
conyugal vigente. En el evento en que haya exis-
tido sociedad conyugal, deberá informar cuándo 
inició y cuando terminó y si ocurrió dentro de los 
dos (2) años anteriores a la solicitud de insolven-
cia deberá adjuntar copia de la escritura pública 
de la liquidación de la sociedad conyugal o en su 
defecto copia de la sentencia judicial proferida en 

el proceso de liquidación de la sociedad conyugal 
adelantada ante autoridad judicial. En caso de que 
se haya dado separación de bienes sin liquidación 
de la sociedad conyugal, igualmente dentro de los 
dos (2) años anteriores a la solicitud de insolven-
cia, deberá informar la fecha en que se dio y ad-
juntar la relación de bienes con el valor comercial 
estimado que fueron objeto de entrega.

Parágrafo 1°. Los formatos necesarios para di-
ligenciar la información correspondiente a los an-
teriores literales podrán ser descargados por vía 
electrónica de manera gratuita en la página web 
del Ministerio del Interior y de Justicia y de los 
Centros de Conciliación de todo el país.

Parágrafo 2°. La relación de acreedores y de ac-
tivos deberá hacerse con corte al último día calen-
dario del mes inmediatamente anterior a aquel en 
que se presente la solicitud.

Parágrafo 3°. Las declaraciones hechas por el 
deudor en cumplimiento de lo dispuesto en este ar-
tículo, se entenderán rendidas bajo la gravedad del 
juramento y en la solicitud deberá incluirse expre-
samente la manifestación de que no se ha incurrido 
en omisiones, imprecisiones o errores que impidan 

-
pacidad de pago.

Artículo 11. Intercambio de activos. El deudor 
podrá incluir dentro de su propuesta de negocia-
ción de deudas el intercambio de activos propios 
como fórmula de pago parcial o total de una o va-
rias de sus obligaciones. En tal caso el Conciliador 
designará un perito idóneo para avaluar el bien que 
el deudor entrega en dación en pago para que den-
tro del término máximo de cinco (5) días hábiles 
emita su peritaje sobre el bien propuesto. Cuando 
el avalúo del bien supere el valor de las obligacio-
nes del deudor, este podrá solicitar por vía judicial 
el remate del mismo, caso en el cual podrá recibir 
a su favor, el saldo o remanente en dinero o en es-
pecie, según sea el caso, en este último caso igual-
mente debe mediar avalúo de un perito idóneo.

Parágrafo. El Gobierno Nacional determinará 
los parámetros que deberán tenerse en cuenta para 
la valoración de los activos, en tal sentido integra-
rá listas de peritos avaluadores orientados a pres-
tar sus servicios dentro de los procedimientos de 
insolvencia.

Artículo 12. Decisión de la solicitud de trámite 
de negociación de deudas. Presentada la solicitud 

cumplimiento de los requisitos por parte del Con-
ciliador, o si es corregida por el solicitante dentro 
del término legal, en cuanto a los defectos señala-
dos por el Conciliador y sufragados previamente 
los costos del trámite cuando sea del caso, a más 
tardar al día hábil siguiente de la presentación de la 
solicitud, el Conciliador la aceptará y dará inicio al 
trámite de negociación de deudas.
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El cargo de Conciliador es de obligatoria acep-
tación dentro de los dos (2) días siguientes a la 

de la lista. En el evento en que el Conciliador se 
encuentre impedido y no lo declare podrá ser re-
cusado por las causales previstas en el artículo 150 
del Código de Procedimiento Civil.

Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a 
la iniciación del trámite de negociación de deudas, 
el deudor deberá presentar una relación actualiza-
da de sus obligaciones con corte a esa fecha, en la 
que deberá incluir sus acreencias conforme al or-
den de prelación legal previsto en el Código Civil.

El Conciliador dispondrá de cinco (5) días há-
biles para revisar el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en esta ley respecto de la solicitud del 
trámite de negociación de deudas. Si dicha solici-
tud no cumple las exigencias requeridas, el Con-
ciliador inmediatamente señalará los defectos de 
que adolece y otorgará al deudor un plazo hasta de 
cinco (5) días hábiles para que lo corrija.

Si dentro del plazo otorgado el peticionario no 
subsana los defectos de la solicitud, esta será re-

procederá el recurso de reposición ante el mismo 
Conciliador.

Artículo 13. Incidente de revisión. Cuando el 
Conciliador o cualquiera de los acreedores advier-
ta que el deudor omitió relacionar obligaciones o 

-
nicipal de conocimiento de conformidad con el 
artículo 6° de la presente ley para que dentro del 
trámite del proceso verbal sumario revise el expe-
diente y, si es del caso, resuelva declarar fracasa-
do el trámite de negociación de deudas o declare 
incumplido el acuerdo, caso en el cual procederá 
a actuar de conformidad con lo establecido en la 
presente ley. En este caso, los procesos ejecutivos 
que cursen contra el deudor, continuarán inmedia-
tamente su trámite.

Artículo 14. Aceptación de la solicitud de trá-
mite de negociación de deudas. Una vez el Conci-

establecidos en esta ley en la solicitud del trámite 
de negociación de deudas y el deudor haya sufra-
gado los costos cuando sea del caso, el Conciliador 
designado por el Centro de Conciliación la acepta-
rá y dará inicio al trámite de negociación de deu-
das.

Artículo 15. Término del trámite de negocia-
ción de deudas. El término para llevar a cabo el 
trámite de negociación de deudas es de sesenta 
(60) días hábiles, contados a partir de la aceptación 
de la solicitud prorrogable hasta por treinta (30) 
días más siempre que así lo soliciten el deudor y 
siquiera uno de los acreedores de los créditos in-

Artículo 16. Efectos de la iniciación del trámi-
te de negociación de deudas. A partir de la acep-

tación de la solicitud del trámite de negociación 
de deudas se suspende el cobro de cualquier tipo 
de interés sobre las obligaciones objeto del pro-
cedimiento de insolvencia, así como de cuotas de 
administración, manejo o cobros similares que de 
cualquier modo el acreedor pretenda hacer exigi-
ble al deudor.

Tampoco podrá admitirse o continuarse accio-
nes civiles ejecutivas, de restitución de bienes o de 
jurisdicción coactiva en contra del deudor quedan-
do este facultado para alegar la nulidad del proce-
so ante el juez competente, para la cual bastará la 

sobre la iniciación del trámite de negociación de 
deudas.

De existir otros demandados en los procesos 
ejecutivos en curso se podrán solicitar y practicar 
medidas cautelares sobre bienes de propiedad de 
aquellos, salvo lo dispuesto por el artículo 519 del 
Código de Procedimiento Civil.

-
guiente de la aceptación de la solicitud del trámite 
de negociación de deudas a los jueces de conoci-
miento de los procesos judiciales indicados en la 
solicitud así como a cualquier otro que indique el 
deudor o los acreedores comunicando la acepta-
ción del trámite de negociación de deudas, que-
dando el proceso suspendido a partir de la fecha 
de radicación en el juzgado correspondiente, del 

-
tación. El deudor podrá alegar la nulidad de las 
actuaciones que se cumplan dentro del proceso a 
partir de dicha fecha de entrega.

Contra los codeudores o garantes o en general 
contra cualquiera que haya garantizado obligacio-
nes del deudor, se podrán adelantar acciones civi-
les ejecutivas o de jurisdicción coactiva únicamen-
te hasta la práctica de medidas cautelares.

En los eventos de fracaso del trámite de nego-
ciación de deudas o terminación del acuerdo por 
incumplimiento del deudor y de haberse expresa-
do en la acción ejecutiva la reserva de solidaridad 
respecto del deudor, podrá el demandante vincular 
al deudor al correspondiente proceso en cualquier 
etapa del mismo quien se entenderá vinculado al 
proceso con la simple adición del mandamiento de 
pago o auto admisorio de la demanda.

Decretada la vinculación del deudor al proce-
so, la actuación frente a los demás demandados se 
suspenderá sin perjuicio de la solicitud y práctica 
de medidas cautelares sobre bienes de propiedad 

nuevo demandado el mandamiento de pago o auto 
admisorio conforme lo dispuesto por el Código 
de Procedimiento Civil, permitiéndole alcanzar la 
etapa procesal en que se encuentre el respectivo 
trámite frente a los demás demandados. El Juez 
velará por la adecuación del trámite en cada caso. 
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Ajustado el trámite, la actuación contra todos los 
demandados continuará conjuntamente.

Cuando haya medidas cautelares sobre los bie-
nes del deudor, el Conciliador enviará el expe-
diente al Juez Civil asignado por reparto, quien 
determinará si la medida sigue vigente o si debe 
levantarse, según convenga a los objetivos del pro-
ceso, atendiendo la recomendación del Concilia-
dor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia 
y necesidad, debidamente motivada.

Cuando venza el plazo señalado para celebrar el 
Acuerdo el Conciliador informará a los Jueces de 
conocimiento de los procesos judiciales señalados 
en la solicitud de negociación de deudas, las resul-
tas del procedimiento de insolvencia, así como a 
cualquier otro que indique el deudor o acreedores 
dando cuenta de los resultados de la negociación.

El Juez Civil que conozca de las acciones que 
cursen en contra del deudor mediante auto que será 

-
mará del inicio del procedimiento de insolvencia. 
Dentro del término de ejecutoria de ese auto, el 
accionante podrá desistir de la acción ejecutiva en 
contra del deudor continuándola contra sus garan-
tes o codeudores sin que por este desistimiento se 
condene en costas y perjuicios al demandante y el 
Juez de conocimiento informará de tal hecho al 
Conciliador dentro del trámite de negociación de 
deudas, a efectos de sustraer de dicho trámite la 
obligación comprendida dentro del desistimiento. 
En este sentido se entiende adicionado el artículo 
345 del Código de Procedimiento Civil.

Las personas naturales o jurídicas que presten 
servicios públicos domiciliarios al deudor admiti-
do a trámite de negociación de deudas, no podrán 
suspender la prestación de aquellos por causa de 
tener créditos insolutos a su favor. Si la prestación 
estuviera suspendida, estarán obligadas a restable-
cerla, so pena de responder por los perjuicios que 
se ocasionen. El valor de los nuevos servicios que 
se presten a partir de aceptación del trámite de ne-
gociación de deudas, se pagará de manera prefe-
rente.

El Juez declarará de plano la nulidad de las ac-
tuaciones surtidas en contravención a lo prescrito 
en los anteriores incisos, por auto que no tendrá 
recurso alguno.

Parágrafo. Los gastos necesarios para la sub-
sistencia del deudor y de las personas a su cargo, 
así como las obligaciones que este debe continuar 
pagando durante el procedimiento de insolvencia 
serán pagados de preferencia y no estarán sujetos 
al sistema que en el acuerdo de pago se establezca 
para las demás acreencias. El desconocimiento de 
esta disposición conllevará al fracaso del procedi-
miento de insolvencia.

Artículo 17. Procesos ejecutivos alimentarios 
en curso. Se exceptúan de lo dispuesto en el artí-
culo anterior los procesos ejecutivos alimentarios 

que se encuentren en curso al momento de aceptar-
se la solicitud del trámite de negociación de deu-
das, los cuales continuarán adelantándose confor-
me al procedimiento previsto en la ley, sin que sea 
procedente decretar la suspensión o levantamiento 
de las medidas cautelares decretadas en razón al 
inicio del trámite de negociación de deudas.

En el caso particular de este tipo de procesos, el 
demandante deberá hacerse parte en el trámite de 
negociación de deudas y continuar con el proceso 
ejecutivo de alimentos.

En caso de llegar a desembargarse bienes o de 
quedar un remanente del producto de los embar-
gados o subastados dentro del proceso ejecutivo 
de alimentos, estos serán puestos a disposición del 
despacho que haya embargado el remanente o del 
Juez cuyo embargo haya sido desplazado por el de 
alimentos y en todo caso, se informará de ello al 
Conciliador que tenga a su cargo el procedimiento 
de insolvencia.

Artículo 18. -
te de negociación de deudas. Dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la aceptación del Trámite de 
Negociación de Deudas, el Conciliador, dejando 
constancia de ello, informará por escrito enviado 

-
gina web del Centro de Conciliación a todos los 
acreedores relacionados por el deudor acerca de la 
aceptación de la solicitud, indicándoles el monto 
por el que fueron relacionados y la fecha en que 
se llevará a cabo la Audiencia de negociación de 
deudas.

Cuando el acreedor sea una entidad comercial o 
-

representante legal, deberá hacerse presente dentro 
del trámite de negociación de deudas directamente 
o mediante apoderado debidamente acreditado y 

de revisión de intereses, de plazos, de intercambio 
de activos, de dación en pago y demás alternativas 
que le eleve el deudor dentro del procedimiento de 
insolvencia.

-
nanciera o de servicios públicos domiciliarios sin 
que este o su apoderado comparezcan al trámite 
de negociación de deudas, se entenderá efectua-
do su allanamiento a las decisiones que resulten 
incorporadas en el acuerdo de pago, así como su 
aceptación tácita de los demás efectos del mismo.

Artículo 19. Restricciones a la solicitud de trá-
mite de negociación de deudas. El Juez a solicitud 
del conciliador declarará fracasado el trámite de 

cumple alguna de las siguientes causales y obrará 
de conformidad con lo previsto en el artículo 33 de 
la presente ley:
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1. Si se demuestra que dentro de los seis (6) 
meses anteriores a la aceptación de la solicitud el 

sujetos a registro, a juicio de un perito en detri-
mento de la prenda general de los acreedores.

separación de bienes de su cónyuge o traspasó a 
cualquier otra persona la titularidad de uno o va-
rios de sus bienes que representen más del diez por 

a la fecha de la solicitud del trámite de negociación 

Artículo 20. 
de negociación de deudas. La Audiencia de nego-
ciación de deudas deberá celebrarse dentro de los 
veinte (20) días hábiles siguientes a la aceptación 

mismos términos del artículo 18 de la presente ley.

Artículo 21. Desarrollo de la audiencia de ne-
gociación de deudas.

1. Como primer punto para el desarrollo de la 
Audiencia, el Conciliador pondrá en conocimien-
to de los acreedores, la relación detallada de las 
acreencias y los activos y les preguntará si están de 
acuerdo con la existencia, naturaleza y cuantía de 
las obligaciones relacionadas por parte del deudor 
y si tienen dudas o discrepancias con relación a 
las propias u otras acreencias. Si no se presentaren 
objeciones, dicha relación constituirá la relación 

2. De existir discrepancias, el Conciliador ins-

En el evento que existieren discrepancias con re-
lación a la existencia, naturaleza o cuantía de una 
acreencia, el Conciliador increpará a las partes a 

-
do, para que indique la fuente, naturaleza y causa 
de la obligación.

3. El Conciliador propiciará fórmulas de arre-

régimen de insolvencia en desarrollo de lo cual 
podrá requerir la presentación de documentos o 
simple prueba sumaria que dé cuenta del origen, 
existencia, cuantía y naturaleza de la obligación, 
para lo cual podrá suspender la Audiencia.

4. Si reanudada la audiencia, las objeciones no 
fueren conciliadas, el Conciliador declarará fraca-
sado el trámite de negociación de deudas y pro-
cederá en la forma descrita en el artículo 27 de la 
presente ley.

5. Si no hay inconformidad con relación a la 
existencia, cuantía y naturaleza de las obligaciones 
o las objeciones fueren conciliadas, habrá lugar a 
considerar la propuesta del deudor.

6. El Conciliador solicitará al deudor que haga 
una exposición de la propuesta de pago para la 
atención de las obligaciones.

7. Presentada la propuesta por parte del deudor 
el Conciliador la pondrá a consideración de los 

relación a ella.

8. El Conciliador preguntará al deudor y a los 
acreedores acerca de la propuesta y las contra-
propuestas que vayan surgiendo y podrá formular 
otras alternativas de arreglo.

9. Si no se llegare a un Acuerdo en la misma 
Reunión y siempre que se advierta una posibilidad 
objetiva de arreglo, el Conciliador podrá suspen-
der la Audiencia y la reanudará a más tardar dentro 
de los diez (10) días hábiles siguientes.

10. En todo caso, las deliberaciones no podrán 
extenderse más allá del término previsto en el ar-
tículo 15 de esta ley. En caso contrario se dará por 
fracasado el Acuerdo de Negociación de Deudas.

Artículo 22. Suspensión de la audiencia de ne-
gociación de deudas. La audiencia de negociación 
de deudas podrá suspenderse las veces que sea ne-
cesario en los eventos previstos en el artículo an-
terior. En todo caso, el trámite de negociación de 
deudas no podrá extenderse más allá del término 
previsto en el artículo 15 de esta ley.

El Conciliador decretará la suspensión en for-
ma motivada por considerarlo necesario o a solici-
tud del deudor.

La Audiencia se reanudará a más tardar el déci-
mo (10°) día hábil siguiente para aportar los docu-
mentos y adelantar nuevas deliberaciones.

Artículo 23. Decisión sobre objeciones. Dentro 
de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha 
de suspensión de la Audiencia por la existencia de 
objeciones no conciliadas, el deudor o el acreedor 
objetantes podrán demandar, ante el Juez Civil 
Municipal de conocimiento, la resolución de la co-
rrespondiente objeción. Dicha demanda se adelan-
tará a través del trámite del proceso verbal suma-
rio, de única instancia, en el cual será procedente 
la acumulación de otra u otras objeciones que se 
hubieren presentado con ocasión del Trámite de 
Negociación de Deudas del mismo deudor, corres-
pondiéndole al Juez Civil Municipal que haya co-
nocido de la primera objeción presentada, conocer 
de las restantes.

Contra la sentencia de objeciones no procederá 
-

diente, se reanudará la Audiencia de que trata el 
artículo anterior con la realización de los ajustes a 
que haya lugar a la Relación de Acreencias actua-
lizada presentada por el deudor, para que esta se 

Artículo 24. Acuerdo de pago. El Acuerdo de 
Pago estará sujeto a las siguientes reglas:

1. Deberá celebrarse dentro de los sesenta (60) 
días hábiles siguientes a la fecha en que se aceptó 
la solicitud de trámite de negociación de deudas o 
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dentro del término de prórroga que contempla la 
presente ley.

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedo-
res que representen más del cincuenta por ciento 

-
berá contar con la aceptación expresa del deudor. 
Para efectos de la mayoría decisoria se tomarán 
en cuenta únicamente los valores por capital, sin 
contemplar intereses, multas o sanciones de orden 
legal o convencional. En el caso de deudas contraí-
das en UVR, moneda extranjera o cualquier otra 
unidad de cuenta, se liquidarán en su equivalencia 
en pesos con corte al último día calendario del mes 
inmediatamente anterior a aquel en que se presente 
la solicitud.

3. Debe comprender y obligar a la totalidad de 
acreedores anteriores a la fecha de aceptación de la 
solicitud respecto de sus obligaciones que no ha-
yan sido comprendidas en desistimientos confor-
me lo establecido por el inciso 7° del artículo 11 de 
la presente ley, aun cuando no hayan concurrido a 
la Audiencia o cuando habiéndolo hecho no hayan 
consentido el Acuerdo.

4. Respetará la prelación y privilegios señala-
dos en la Ley Civil y dispondrá un mismo trato 
para todos los acreedores de una misma clase o 
grado.

5. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas y hasta la celebración del acuer-
do de pago o el transcurso del término previsto en 
el artículo 15 de la presente ley para llevar a cabo 
la negociación, se interrumpe el término de pres-
cripción y no operará la caducidad de las acciones 
respecto de los créditos que contra el deudor se 
hubieren hecho exigibles antes de la iniciación de 
dicho trámite.

6. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas se suspende el cobro de intere-
ses, cuotas de administración de manejo o demás 
pagos exigidos inherentes a las obligaciones obje-
to del procedimiento de insolvencia.

Los intereses de plazo o de mora que se cau-
sen serán objeto de negociación por parte de los 
acreedores y el deudor, y se pagarán por este se-
gún se pacte en el acuerdo. Sin embargo, cuando el 
acuerdo de pagos sea suscrito dentro de los 60 días 
siguientes a la aceptación de la solicitud al trámite 
de negociación de deudas, no se cobrarán los inte-
reses de mora causados durante este periodo.

En el evento de que se declare el fracaso del 
trámite o del incumplimiento de las obligaciones 
pactadas en el acuerdo, el deudor deberá pagar los 
intereses que se hayan causado desde el inicio del 
trámite hasta cuando se efectúe el pago. Igualmen-
te, las quitas y demás concesiones otorgadas por 
los acreedores al deudor quedarán sin efecto.

7. En ningún caso el Acuerdo de Pagos impli-
cará novación de las obligaciones, salvo pacto en 

contrario aceptado de manera expresa por el deu-
dor y por cada acreedor de manera individual o por 
la totalidad de acreedores.

8. En caso de dación en pago, intercambio de 
activos, sustitución o disminución de garantías se 
requerirá el consentimiento expreso del deudor y 
del respectivo acreedor, al igual que aquellos casos 
en que se rebaje el capital de la obligación.

9. De la audiencia se levantará un acta la cual 
será suscrita por el Conciliador y el deudor. Las 
partes podrán solicitar y obtener del respectivo 
Centro de Conciliación copia del acta contentiva 
del acuerdo en cualquier momento.

Parágrafo. El Acuerdo celebrado podrá ser ob-
jeto de reformas posteriores a solicitud del deudor 
y de los acreedores que representen no menos de 
una cuarta parte de los créditos insolutos, solicitud 
que deberá formularse ante el Centro de Concilia-
ción que conoció del trámite inicial, acompaña-

acreedores junto con la información relativa a las 
fechas y condiciones en que se hubieren realizado 
pagos a los créditos que fueron materia del Acuer-
do de pago. Aceptada dicha solicitud se procederá 
por parte del Conciliador que designe el Centro a 

los diez (10) días hábiles siguientes y en ella se in-
dagará en primer término a los acreedores sobre la 
conformidad en torno a la indicada actualización 
presentada y posteriormente se someterá a consi-

-
te el deudor, cuya aprobación y características se 
sujetará a las reglas previstas en el presente artí-
culo. Si no se logra dicha aprobación, continuará 
vigente el Acuerdo anterior.

Artículo 25. Efectos de la celebración del 
acuerdo de pago. El Acuerdo de Pago podrá versar 
sobre cualquier tipo de obligación pecuniaria con-
traída por la persona natural no comerciante, in-
cluidas aquellas en las que el Estado sea acreedor.

Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afec-
ten bienes sujetos a registro, se inscribirá copia del 
acta contentiva del Acuerdo, sin que sea necesario 
el otorgamiento de escritura pública. Las obliga-
ciones derivadas del Acuerdo que deban instru-
mentarse en títulos valores estarán exentas del im-
puesto de timbre.

Cuando en ejecución del Acuerdo se deba reali-
zar la transferencia del derecho de dominio de bie-
nes sujetos a registro, bastará la inscripción de la 
providencia de adjudicación en el correspondiente 
registro, sin necesidad de otorgar ningún otro do-
cumento o paz y salvo.

El Acuerdo de Pago será considerado un acto 
sin cuantía para efectos de timbre, derechos nota-
riales y, en general todos los impuestos y derechos 
que se pudieran originar con ocasión del registro 
para el caso de transferencia de bienes, sin que al 
nuevo adquirente se le puedan hacer exigibles las 
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obligaciones que pesen sobre los bienes adjudica-
dos o adquiridos.

Una vez celebrado el Acuerdo de Pago, los pro-
cesos de ejecución y de restitución continuarán 

-
miento del Acuerdo o por el contrario, el descono-
cimiento del mismo.

El Acuerdo de Pago presta mérito ejecutivo, sin 
embargo las obligaciones contenidas en él no po-
drán demandarse a través de procesos civiles eje-
cutivos hasta tanto se declare de manera expresa el 
incumplimiento de lo acordado por parte del Con-
ciliador designado por el Centro de Conciliación 
en el que se celebró el Acuerdo de Pago. Lo ante-
rior sin perjuicio de los títulos valores originarios 
de las obligaciones objeto del acuerdo, caso en el 
cual los mismos podrán continuar su trámite direc-
tamente a instancias judiciales.

El Acuerdo de pago podrá disponer la obliga-
ción para los acreedores de solicitar al Juez, dentro 

el levantamiento de las medidas cautelares practi-
cadas dentro de los procesos ejecutivos en contra 
del deudor.

Las obligaciones contraídas por el deudor desde 
la fecha de aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, no harán parte del Acuer-
do y deberán ser pagadas preferentemente y en las 
condiciones pactadas. Sin embargo, el deudor no 
podrá otorgar garantías de cualquier naturaleza 
a favor de terceros, sin el consentimiento de los 
acreedores que representen la mitad más uno del 
valor de los pasivos. Igual regla aplicará a la ad-
quisición de nuevos créditos de conformidad con 
la reglamentación que emita el Gobierno Nacional. 
El incumplimiento de lo previsto en este inciso es 
causal de terminación del trámite de negociación 
de deudas y como consecuencia de ello, el acree-
dor podrá utilizar todos los mecanismos legales 
que tenga a su alcance para proteger su crédito.

El deudor podrá solicitar el inicio de un nue-
vo trámite de negociación de deudas, únicamen-
te después de transcurridos seis (6) años desde la 
fecha de cumplimiento total del acuerdo anterior, 

Conciliación y/o las Centrales de Información Fi-
nanciera. Si el deudor no hubiere cumplido en su 
integridad el acuerdo celebrado, no podrá acogerse 
nuevamente a este procedimiento.

Artículo 26. 

-
nistradas por la DIAN. Cuando un deudor persona 
natural no comerciante sea aceptado a trámite de 
negociación de deudas previsto en esta ley, deberá 
liquidar y pagar intereses de mora, por las obliga-
ciones objeto del acuerdo de pago, desde la fecha 
de exigibilidad de la obligación y hasta la fecha de 
presentación de la solicitud del trámite de negocia-
ción de deudas, observando las siguientes reglas:

a) En ningún caso la tasa de interés efectiva 

tasa de interés efectiva más alta pactada a favor 
de cualquiera de los otros acreedores, ni inferior 
al IPC correspondiente a los doce (12) meses in-
mediatamente anteriores a la fecha en la cual se 
realicen los respectivos pagos;

será la que se pacte en el acuerdo de pago aten-

para lo cual deberá existir el soporte idóneo que 
respalde la negociación de la tasa.

2. Intereses en caso de incumplimiento. Cuan-
do el acuerdo de pago termine por incumplimiento 

hayan cancelado, respecto de la totalidad de los 
saldos adeudados de dichas obligaciones se apli-
cará la tasa de interés legal prevista en el Estatuto 
Tributario, en las condiciones establecidas por la 
DIAN.

en acuerdos de reestructuración. Los plazos que se 
estipulen en el Acuerdo de Pago para el pago de 

-
mo, podrán ser superiores a los plazos máximos 
previstos en el artículo 814 del Estatuto Tributario 
y estarán sujetos a las resultas del acuerdo, para lo 
cual deberá existir el soporte idóneo que respalde 
la negociación de la tasa.

Parágrafo. Sin perjuicio de la causación de inte-
reses y de la actualización de que trata el artículo 
867-1 del Estatuto Tributario, para la realización 

acordar periodo de gracia hasta por un plazo máxi-
mo de dos (2) años, que se graduará en atención al 

deudor y de la viabilidad de la misma, siempre que 
los demás acreedores acuerden un periodo de gra-

sin perjuicio de la prelación legal de los créditos.

Artículo 27. Fracaso de la negociación. Si 
transcurrido el término previsto en el numeral 10 
del artículo 22 no se celebra el Acuerdo de Pago, 
el Conciliador deberá informar de tal circunstan-
cia, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
aquel en que se declare el fracaso del Acuerdo, a 
los jueces de conocimiento de los procesos judi-
ciales indicados en la solicitud, así como a cual-
quier otro que indique el deudor o los acreedores, 

restitución y de jurisdicción coactiva que cursen 
en contra del deudor.

Los acreedores que al momento de la iniciación 
de la negociación no adelantaban procesos ejecu-
tivos o de restitución en contra del deudor, quedan 
facultados para iniciar dichos procesos, o para vin-
cular al deudor cuando estos se hayan iniciado en 
contra de sus codeudores o garantes de la forma 
establecida en la presente ley.
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Artículo 28. Incumplimiento del acuerdo de 
pago por parte del deudor. Si el deudor no cum-
ple las obligaciones contraídas en el Acuerdo de 
Pago, a solicitud de cualquiera de los acreedores o 
a solicitud del mismo deudor, el Conciliador cita-
rá a nueva Audiencia dentro de los diez (10) días 

del Acuerdo original.

generales de la celebración del Acuerdo de Pago 
dispuestos en el artículo 22 de la presente ley y el 
quórum se establecerá con base en los saldos inso-
lutos de las obligaciones.

-
miento, el Conciliador declarará incumplido dicho 
acuerdo. En este caso, y según lo previsto en el 
artículo anterior, el Conciliador informará al si-
guiente día hábil a los Jueces ante quienes cursen 
procesos en contra del deudor, caso en el cual con-
tinuarán de manera inmediata los procesos ejecu-
tivos y de restitución que cursen en contra de este.

En caso de que existieren diferencias en torno 
a la ocurrencia de eventos de incumplimiento del 
Acuerdo, el acreedor que alegue el incumplimien-
to podrá demandar dentro de los diez (10) días há-
biles siguientes a la celebración de la respectiva 
audiencia, la declaratoria de incumplimiento por 
parte del Juez Civil correspondiente al domicilio 
del deudor. Dicha demanda se adelantará a través 
del trámite del proceso verbal sumario, en el cual 
procederá la acumulación de otras demandas de 
incumplimiento que se presenten en relación con 
el mismo acuerdo. A la demanda correspondiente 
se acompañará una copia del acta correspondiente 

-
dor así como una copia del acta que contenga el 

Civil Municipal de conocimiento, sólo procederá 
el recurso de apelación. Declarado el incumpli-
miento, el Juez comunicará dicha decisión al Cen-
tro de Conciliación en el que se adelantó el Trámi-
te de Negociación, a efectos de que se proceda en 
los términos indicados en el artículo 27 de esta ley.

Artículo 29. Impugnación del acuerdo de pago. 
Dentro de los dos (2) meses siguientes a la cele-
bración del Acuerdo, cualquier acreedor anterior a 
la iniciación del trámite de negociación de deudas 
podrá impugnar el Acuerdo de Pago, a efectos de 
que se declare su nulidad, la cual procederá cuando 
se determine cualquiera de las siguientes causales:

1. Cuando en la información presentada por el 
deudor al solicitar el trámite de negociación de 
deudas, no se hubiere relacionado o incluido acti-
vos suyos u obligaciones a su cargo, o se hubiere 
suministrado erróneamente las direcciones o sitios 
de ubicación de uno o más acreedores que hubie-
ren impedido que el respectivo acreedor fuera in-
formado de la iniciación del trámite de negocia-

ción de deudas. En el evento de omisión de obli-
gaciones o de suministro de información errónea 
sobre dirección o sitio de ubicación, el término de 
impugnación por parte del respectivo acreedor, 
será de un (1) año a partir de la celebración del 
acuerdo de pago.

2. Cuando en la mencionada información hu-
biere incluido deudas que no fueren ciertas o se 
hubiere desconocido lo previsto en el artículo 4° 
de la presente ley.

3. Cuando dentro del año anterior a la acepta-
ción del Trámite de Negociación de Deudas y an-
tes de la celebración del Acuerdo, el deudor hu-
biere transferido o gravado bienes suyos que re-

de sus activos, a juicio de un perito avaluador en 
detrimento de la prenda general de los acreedores.

4. Cuando el Acuerdo no incluya a todos los 
acreedores anteriores a la iniciación del Trámite 
de Negociación, no respete los privilegios y pre-
ferencias de ley o cuando contenga estipulaciones 
que impliquen un trato desigual a acreedores de la 
misma clase, sin aceptación expresa del acreedor o 
acreedores afectados.

Del proceso de impugnación del acuerdo cono-
cerá, a prevención, el Juez Civil de conocimiento, 
correspondiente al domicilio del deudor y se suje-
tará al trámite del proceso verbal sumario en única 
instancia. Al mismo proceso podrán acumularse 
todas las demandas que versen sobre el mismo 
acuerdo.

Decretada la nulidad, el Juez pondrá en cono-
cimiento esa decisión del Centro de Conciliación 
que hubiere conocido del Trámite de Negociación 

a lo previsto para el caso de Fracaso de la Nego-
ciación. Cuando la causal de nulidad corresponda 
a cualquiera de las causales previstas en los nume-
rales 1 a 3, el deudor no podrá solicitar ni iniciar 
nuevos trámites de negociación de deudas dentro 
de los seis (6) años siguientes a la fecha en que 
quede ejecutoriada la sentencia correspondiente.

Artículo 30. El acuerdo de pago para la per-
sona natural no comerciante que sea productor 
agropecuario y/o pesquero estará sujeto a las si-
guientes disposiciones especiales.

1. Desde la aceptación de la solicitud del trá-
mite de negociación de deudas, el deudor podrá 
solicitar la suspensión inmediata del embargo y/o 
secuestro que pesen sobre los bienes o productos 
inherentes a su actividad agropecuaria y/o pes-
quera, cuando así lo solicite él mismo, de mane-
ra expresa y fundada en la fórmula de arreglo por 
considerarlo necesario para poder cumplir con el 
acuerdo de pago.

2. Solamente en caso de que los bienes del deu-
-

jos inherentes a la actividad propia del productor 
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para el pago de las obligaciones, estos podrán ser 
entregados a título de dación en pago.

3. En todas las Audiencias de Negociación de 
Deudas, el productor agropecuario y/o pesquero 
deberá estar asistido por un Asesor experto en te-
mas agropecuarios para que asista sus intereses, 
debiendo suscribir el acta en calidad de observa-

-
tura podrá suscribir convenios con entidades pú-
blicas o privadas que tengan dentro de su objeto 
social fortalecer y/o mejorar la calidad de vida de 
la población rural dedicada a la actividad agrope-
cuaria y/o pesquera.

Parágrafo. Se entiende por productor agrope-
cuario y/o pesquero, aquella persona natural que 
tiene como actividad principal la actividad agrope-
cuaria y/o pesquera, de la cual deriva su sustento y 

el Ministerio de Agricultura.

Artículo 31. Programa de Reactivación Agro-
pecuaria Nacional, PRAN.
por el artículo 64 de la Ley 1430 de 2010. El nuevo 
texto es el siguiente:> Los deudores del Programa 
de Reactivación Agropecuaria Nacional, PRAN, 
Agropecuario, de que trata el Decreto 967 de 2000, 
y los deudores de los Programas PRAN Cafetero, 
PRAN Alivio Deuda Cafetera y PRAN Arrocero, 
de que tratan los Decretos 1257 de 2001, 931 de 
2002, 2795 de 2004, y 2841 de 2006, podrán extin-
guir las obligaciones a su cargo, mediante el pago 
de contado dentro del año siguiente a la entrada en 
vigencia de esta ley del valor que resulte mayor 

de la obligación a su cargo con el referido Progra-
ma, y el valor que Finagro pagó al momento de 
adquisición de la respectiva obligación.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo anterior, aque-
llos deudores que hayan realizado abonos a capi-
tal, podrán extinguir sus obligaciones cancelando 
la diferencia entre el valor antes indicado y los 
abonos previamente efectuados.

Parágrafo 2°. Aquellos deudores que se acogie-
ron a los términos de los Decretos 4222 de 2005, 
3363 de 2007, 4678 de 2007 o 4430 de 2008, este 

a los artículos 6° del Decreto 1257 de 2001 y 10 
del Decreto 2795 de 2004, podrán acogerse a lo 
previsto en la presente ley, en cuyo caso se reliqui-

valor a pagar.

Parágrafo 3°. Para acogerse a las condiciones 
establecidas en la presente ley, los deudores debe-
rán presentar el Paz y Salvo por concepto de segu-
ros de vida, honorarios, gastos y costas judiciales, 
estos últimos, cuando se hubiere iniciado contra 
ellos el cobro de las obligaciones.

Parágrafo 4°. Finagro, o el administrador o 
acreedor de todas las obligaciones de los progra-

mas PRAN, deberá abstenerse de adelantar su co-
bro judicial por el término de un (1) año contado a 
partir de la vigencia de la presente ley, término este 
dentro del cual se entienden también suspendidos 
los procesos que se hubieren iniciado, así como la 
prescripción de dichas obligaciones, conforme a la 
ley civil. Lo anterior sin perjuicio del trámite de 
los procesos concursales.

Parágrafo 5°. Finagro, o el administrador o 
acreedor de las obligaciones de los programas 
PRAN, deberá abstenerse de adelantar el cobro 
judicial contra un deudor, cuando el monto total 
del respectivo endeudamiento por capital para las 
distintas obligaciones en los programas de los que 
sea administrador o creador sea igual o inferior a 
$3.500.000 del año de expedición de la presente 
ley. Para su recuperación solo se adelantará cobro 
prejudicial.

Artículo 32. Facultades de los apoderados y 
representantes. En los casos en que el deudor o 
el acreedor concurra al trámite de negociación de 
deudas mediante apoderado, este deberá ser abo-
gado debidamente acreditado y se entenderá fa-
cultado para tomar toda clase de decisiones que 
corresponda a su mandante.

Artículo 33. Responsabilidad penal. Sin perjui-
cio de lo dispuesto en otras normas, serán sancio-
nados con prisión de uno (1) a seis (6) años, quie-
nes dentro de un procedimiento de insolvencia, a 
sabiendas:

-
cieros o en sus notas, o el estado de inventario o la 
relación de acreedores a sabiendas de que en tales 
documentos no se incluye a todos los acreedores, 
se excluye alguna acreencia cierta o algún activo, 
o se incluyen acreencias o acreedores inexistentes 
contrarias a la realidad.

2. Ordenen, toleren, hagan o encubran falseda-
des en los documentos que entreguen en desarrollo 
del procedimiento de insolvencia.

3. Soliciten, sin tener derecho a ello, ser tenidos 
como acreedores, o de cualquier modo hagan incu-
rrir en error grave al Conciliador o al Juez.

4. Finjan una separación de bienes, una diso-
lución o liquidación de la sociedad conyugal con 

modo.

Cuando el Conciliador o el Juez detecten cual-
quiera de estas conductas, deberá declarar fraca-
sado el procedimiento de insolvencia y remitir co-
pias de todo lo actuado a la Fiscalía General de la 
Nación para que inicie la respectiva investigación 
penal.

Artículo 34. Control y registro. El Ministerio 
del Interior y Justicia como entidad encargada de 
llevar el control y registro de los centros de conci-
liación, auspiciará y dispondrá la creación de una 
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página web en la que todos los centros de conci-
liación registren los trámites de negociación de 
deudas que sean admitidos por el respectivo Cen-
tro, informando fecha de inicio, estado del trámite, 
fecha de celebración del Acuerdo y un resumen o 
síntesis del mismo.

Artículo 35. Información crediticia. El Con-
ciliador deberá reportar en forma inmediata ante 
las Centrales de Información Financiera, la acep-
tación del trámite de negociación de deudas, así 
como el cumplimiento o no del Acuerdo de Pago 
pactado entre el deudor y sus acreedores. El ma-
nejo de dicha información se hará de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 1266 de 2008 o Ley de 
Hábeas Data.

Artículo 36. Capacitación. El Gobierno Nacio-
nal dispondrá lo necesario para garantizar que to-
dos los conciliadores del país reciban capacitación 
permanente sobre el procedimiento de insolvencia 
para persona natural no comerciante.

Artículo 37. Divulgación. El Gobierno Nacio-
nal a través de los programas institucionales de 

-
dades públicas que lo integran divulgará perma-
nentemente sobre el régimen de insolvencia eco-
nómica para la persona natural no comerciante, la 

Artículo 38. Remisión normativa. En caso de 
duda o vacío normativo se podrá acudir a las dis-
posiciones que en materia civil y de procedimiento 
civil se encuentran vigentes. Las normas estableci-
das en la presente ley prevalecerán sobre cualquier 
otra norma de carácter ordinario, incluso de carác-
ter tributario que le sea contraria.

Artículo 39. El artículo 67 de la Ley 1116 que-
dará así:

Artículo 67. Promotores o liquidadores. Al 
iniciar el proceso de insolvencia, el juez del con-
curso, según sea el caso, designará al promotor o 
liquidador, en calidad de auxiliar de la justicia, es-
cogido de la lista elaborada para el efecto por la 
Superintendencia de Sociedades.

En cualquier tiempo, los acreedores que repre-

sustituir al liquidador designado por el juez, esco-
giendo el reemplazo de la lista citada en el inciso 
anterior, quien deberá posesionarse ante aquel. Lo 
anterior aplicará también al promotor cuando actúe 
como representante legal para efectos del acuerdo 
de adjudicación.

Adicionalmente, los promotores y liquidadores 
podrán ser recusados o removidos por el juez del 
concurso por las causales objetivas establecidas 
por el Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los tér-
minos de la presente ley, no tendrán derecho si no 
al pago mínimo que para el efecto determine el 
Gobierno, teniendo en consideración el estado de 
avance del proceso.

Una misma persona podrá actuar como promo-
tor o como liquidador en varios procesos, sin exce-
der un máximo de tres (3) procesos en que pueda 
actuar en forma simultánea.

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquida-
dores de la Superintendencia de Sociedades será 
abierta y a ella ingresarán todas las personas que 
cumplan con los requisitos mínimos de experien-
cia e idoneidad profesional que para el efecto esta-
blezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la 
-

re un pago mínimo, la remuneración de liquidado-

valor de los activos de la empresa insolvente. Para 
los promotores el valor de los honorarios no podrá 

de los activos de la empresa insolvente, por cada 
mes de negociación.

Artículo 40. Suprímase el numeral 1 del artícu-
lo 19 de la Ley 1116.

Artículo 41. Vigencia. La presente ley entrará 
en vigencia a partir de la fecha de su publicación 
en el  y deroga todas las disposicio-
nes que le sean contrarias. Las normas del régimen 
establecido en la presente ley prevalecerán sobre 
cualquier otra norma de carácter ordinario, incluso 
de carácter tributario que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de septiembre del año 2011 ha sido 
presentado en este despacho el Proyecto de ley nú-
mero 097 de 2011 Cámara, con su correspondiente 
exposición de motivos, por el honorable Represen-
tante, Simón Gaviria Muñoz.

El Secretario General,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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PONENCIAS

actividades realizadas en el plano nacional e inter-
nacional para que se reconozca el auténtico valor 

las actividades y los bienes y servicios culturales 
en su calidad de portadores de identidad, valores y 

estados a conservar, adoptar y aplicar las políticas 
y medidas que estimen necesarias para proteger y 
promover la diversidad de las expresiones cultu-
rales en sus respectivos territorios y fortalecer la 
cooperación y solidaridad internacionales en un 

-
ticular, las capacidades de los países en desarrollo 
con objeto de proteger y promover la diversidad de 
las expresiones culturales.

año 2005, se encuentran los anteriores objetivos 
que permiten en armonía con nuestra Carta Políti-
ca establecer un poder soberano, de un marco de-
mocrático y participativo, garantizando así un or-
den político, económico, social y cultural, buscan-
do una integración de la comunidad colombiana.

-
munidad, promover la prosperidad general y ga-
rantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facili-
tar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, ad-
ministrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad 

vigencia de un orden justo.

La Convención sin duda tiene un alto signi-

cultural en las prioridades de la agenda política 
mundial, aporta unos estándares para la formula-
ción e implementación de las políticas públicas de 
los estados dándole un importante valor jurídico y 
político a la cultura y en particular, a los bienes y 
servicios culturales en el mundo. Por primera vez 
en un instrumento internacional, la salvaguardia 
de la diversidad cultural aparece como un princi-
pio jurídico y hasta la adopción de este instrumen-
to la diversidad cultural no había sido objeto de un 
tratamiento jurídico tan directo.

Siguiendo el fundamento de la declaración uni-
-

ral como un patrimonio común de la humanidad, al 
considerar la diversidad como “una característica 
esencial de la comunidad”, “un patrimonio esen-
cial de la comunidad” y “un patrimonio común 
de la comunidad que debe valorarse y presentar-
se en provecho de todos”. La diversidad cultural 
deja de ser concebida como un asunto interno y 
exclusivo de los estados o grupos y comunidades 

INFORME DE PONENCIA PARA  
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 283 DE 2011 CÁMARA, 239 DE 
2011 SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Conven-
ción sobre la Protección y Promoción de las Di-
versidad de las Expresiones Culturales”,

en París el 20 de octubre de 2005.

Doctor

JUAN CARLOS SÁNCHEZ FRANCO

Presidente

Comisión Segunda Constitucional Permanente

Honorable Cámara de Representantes

Ciudad.

Respetado Presidente:

En cumplimiento del encargo hecho por la 
Mesa Directiva de la Comisión Segunda y con 
fundamento en los artículos 150, 153 y 156 de la 
Ley 5ª de 1992, me permito rendir ponencia para 
primer debate al Proyecto de ley número 283 
de 2011 Cámara, 239 de 2011 Senado, por me-
dio de la cual se aprueba la “Convención sobre la 
Protección y Promoción de las Diversidad de las 
Expresiones Culturales
octubre de 2005.

Objetivos del proyecto: Aprobación de la Con-
vención sobre la Protección y Promoción de las 

-
da el 20 de octubre de 2005; la cual crea las con-
diciones para que las culturas puedan prosperar 
y mantener interacciones libremente de forma 
mutuamente provechosa, entre otros. De apro-
barse esta Ley obligará al país a perfeccionar el 
vínculo internacional con respecto a la Conven-
ción en Mención.

Este proyecto de ley busca ante todo proteger 
y promover la diversidad de las expresiones cul-
turales, crear las condiciones para que las culturas 
puedan prosperar y mantener interacciones libre-
mente de forma mutuamente provechosa, fomen-

-
tercambios culturales más amplios y equilibrados 
en el mundo en pro del respeto intercultural y una 
cultura de paz, fomentar la interculturalidad con 

el espíritu de construir puentes entre los pueblos, 
promover el respeto de la diversidad de las expre-
siones culturales y hacer cobrar conciencia de su 
valor en el plano local, nacional e internacional; 

-
tre la cultura y el desarrollo para todos los países, 
en especial, los países en desarrollo, y apoyar las 
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a la humanidad. La diversidad cultural se hace un 
concepto universal y un bien público mundial ge-
nerador de derechos y obligaciones.

La Convención sobre la Protección y la Promo-
ción de la Diversidad de las Expresiones Cultura-
les aprobado en París el 20 de octubre de 2005, se 
ajusta a la normatividad constitucional colombiana 
porque coincide con una manifestación del respe-
to, como ya se enunció o de la soberanía nacional, 
a la autodeterminación de los pueblos y al recono-
cimiento de los principios del derecho internacio-
nal aceptados por Colombia (artículo 9° del inciso 
2° de la Constitución Política).

Así mismo constituye el ejercicio de las compe-
tencias constitucionales contenidas en los artículos 
150 numeral 16 y 189 numeral 2 de nuestra Car-
ta Magna, en virtud de los cuales el estado debe 
promover la internacionalización de las relacio-
nes políticas, económicas y sociales sobre bases 
de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, 
así como de integración social y política con las 
demás naciones.

De acuerdo con la Constitución Política, Co-
lombia es una nación pluriétnica y multicultural. 
Según las cifras del censo del 2005 en el Territorio 
Nacional habitan, entre otros grupos poblaciona-
les, alrededor de 1.400.000 indígenas pertenecien-
tes a 87 pueblos, 4.311.000 afrocolombianos, y 
4.800.000 gitanos o room.

El país goza de una gran diversidad lingüística 
al encontrarse 68 lenguas de minorías y pueblos 
autóctonos, que se agrupan en 13 familias lingüís-
ticas.

-
ción con los diversos grupos humanos, el resultado 
es un país de regiones megadiverso en términos 
cultural, urbano y rural, tradicional y contempo-
ráneo. La construcción de la nación se ha dado a 

identidades, valores, expresiones culturales y cos-
movisiones.

El reconocimiento y el respeto de la diversidad 
inciden de manera directa en el pleno ejercicio de 
la democracia participativa y representativa. De 
esta manera ha sido planteado en el Plan Nacio-
nal de Cultura 2001 – 2010 hacia una ciudadanía 
democrática cultural, en donde se instaura como 
uno de sus principios rectores que el estado será 
un “Garante del reconocimiento y respeto por la 
diversidad cultural de los distintos actores, secto-
res y pueblos en la creación de los publico” (Gus-
tos, 2002, p. 23). El Estado colombiano reconoce 
en esa diversidad cultural el motor del desarrollo 
social y económico del país y en fuente de riqueza 
simbólica y material.

Adoptar la Convención es necesario para ubi-
car al país en el contexto global de la cooperación 
internacional para la protección de la diversidad 
cultural, como evolución armónica de lo señalado 

para la declaración universal de los derechos hu-
manos en su artículo 27. Este instrumento interna-
cional constituye hoy en día el marco de actuación 
conjunta de los estados observando el principio de 

medidas para la protección y promoción de la di-
versidad de las expresiones culturales, incluyendo 
el intercambio de información y experiencias; la 
adopción de programas educativos y de sensibili-
zación social; la participación de la sociedad civil, 
la cooperación internacional y la integración de la 
cultura en el desarrollo sostenible.

-
sos técnicos de los Estados Parte y de la Unesco, 

la Diversidad Cultural. Esto contribuirá a alcanzar 
los objetivos de las políticas públicas nacionales 
en materias de diversidad cultural y emprendi-
miento cultural y lograr su consolidación.

El intercambio cultural es la base del desarro-
llo sostenible de las naciones, como lo reconoce la 
propia convención. La adhesión de Colombia a la 

su vinculación a los procesos internacionales que 
reconocen en la cultura un motor del desarrollo, 
de la misma manera, para los países signatarios de 
la convención es evidente que la diversidad cultu-
ral, que prospera en el marco de la democracia, la 
tolerancia, la justicia social y el respeto mutuo, es 
indispensable para la paz y la seguridad.

La Convención no se enfoca exclusivamente en 
las expresiones culturales de las minorías y pueblos 
autóctonos pero reconoce la importancia de estas 
expresiones en la diversidad de las expresiones 
culturales. El preámbulo recuerda la importancia 
de los saberes tradicionales, particularmente los 
sistemas de conocimiento de los pueblos autócto-
nos, como fuente de riqueza inmaterial y material 
y su contribución positiva al desarrollo sostenible. 

-
peto de todas las culturas incluidas las de las mi-
norías y los pueblos autóctonos (artículo 2° .23). 
Por otro lado hace un llamado a las partes para que 
tengas en cuenta “Las condiciones y necesidades 
particulares (…) de los diversos grupos sociales 
incluidas las personas pertenecientes a las mino-
rías y a los pueblos autóctonos para que puedan 
crear, producir, difundir y distribuir sus propias 
expresiones culturales, (artículo 7.1) en el marco 
de sus derechos y obligaciones a nivel nacional”.

El instrumento expresa que “una parte podrá 
determinar si hay situaciones especiales en que las 
expresiones culturales en su territorio corren ries-
go de extinción o son objeto de una grave ame-
naza o requieren algún tipo de medida urgente de 
salvaguardia (artículo 8°)”. En el país, 17 de los 
87 pueblos indígenas se encuentran en alto grado 
de vulnerabilidad y riesgo. Estos 17 pueblos com-
prenden una población cercana a 35.000.000 in-
dígenas pertenecientes a las comunidades Kuiba, 
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Amorúa, Sáliva, Wippiwi, Yukpa, Embera, Embe-
ra Chami, Embera Katio, Zenu, Puinave, Nukak 
Maku, Guayabero, Sicuani, Coreguaje, Pisamira, 
Chimila y Wiwa. La adopción de la Convención 
ofrecería lineamientos y nuevos esquemas de co-
operación internacional para la salvaguardia de es-
tos grupos y sus expresiones.

sobre la Promoción de la Diversidad de las expre-
siones culturales constituye un referente funda-
mental para el desarrollo de las políticas cultura-
les en materia de Patrimonio Cultural Inmaterial 
(PCI). En tal sentido la presente Convención forta-
lece y complementa lo establecido para la conven-
ción para la salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial emitida por la Unesco en el año 2003 

sobre cuyos principios se fundan las iniciativas de 
salvaguardia de PCI en la nación colombiana.

La Convención entiende que “la diversidad cul-
tural constituye un patrimonio común de la huma-
nidad que debe conservarse y preservarse en pro-
vecho de todos”. Por lo tanto su objetivo central es 
“Proteger y promover la diversidad de las expre-
siones culturales”. De esta manera el documento 
de la convención muestra una estrecha relación 
entre la protección de las expresiones culturales de 
los pueblos y comunidades y los procesos e inicia-
tivas de divulgación. Este punto resulta fundamen-
tal, puesto que no se puede adelantar un proceso 
de divulgación y promoción cultural si antes no 
se han desarrollado estrategias de salvaguardia y 
protección.

Cordialmente,

Pedro Pablo Pérez Puerta,

Honorable Representante Departamento de 
Vichada.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE COMISIÓN SEGUNDA CÁMARA 

DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 283 DE 2011 CÁMARA, 239 

DE 2011 SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Conven-
ción sobre la Protección y Promoción de las Di-
versidad de las Expresiones Culturales”,

en París el 20 de octubre de 2005.

Artículo 1°. Apruébese la “Convención sobre la 
Protección y Promoción de las Diversidad de las 

octubre de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, la “Conven-
ción sobre la Protección y Promoción de las Diver-

París el 20 de octubre de 2005, que por el artículo 
1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 

de la fecha en que se perfeccione el vínculo inter-
nacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Pedro Pablo Pérez Puerta,

Honorable Representante Departamento de 
Vichada.

Por las anteriores consideraciones, propongo a 
los miembros de la Comisión Segunda Constitu-
cional Permanente de la Cámara de Representan-
tes, dar primer debate al Proyecto de ley número 
283 de 2011 Cámara, 239 de 2011 Senado, por 
medio de la cual se aprueba la “Convención sobre 
la Protección y Promoción de las Diversidad de las 
Expresiones Culturales”, 
octubre de 2005.

Cordial saludo,

Pedro Pablo Pérez Puerta,

Representante Ponente,

Departamento del Vichada.

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA EL 
 PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 286 DE 2011 CÁMARA, 203 
DE 2010 SENADO

por medio de la cual la Nación se asocia y rin-
de homenaje al municipio de Los Andes Sotoma-
yor, del departamento de Nariño, con motivo de 

la celebración en el año 2011 de los cien años de 
ser erigido como municipio.

Bogotá, D. C., 6 de septiembre de 2011

Doctor

JUAN CARLOS SÁNCHEZ FRANCO

Presidente Comisión Segunda

Cámara de Representantes

Ciudad

En cumplimiento del honroso encargo confe-
rido por la Comisión Segunda de la Cámara por 

-
meto a consideración de la Comisión el informe de 
ponencia correspondiente al Proyecto de ley nú-
mero 286 de 2011 Cámara, 203 de 2010 Senado, 
por medio de la cual la Nación se asocia y rinde 
homenaje al municipio de Los Andes Sotomayor, 
del departamento de Nariño, con motivo de la ce-
lebración, en el año 2011, de los cien años de ser 
erigido como municipio”, el cual fue presentado 
por la honorable Senadora Miryam Paredes Agui-
rre. Me permito rendir el informe en los siguientes 
términos:
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Los Andes Sotomayor se encuentra ubicado al 

occidente del departamento de Nariño y fue eleva-
do a la categoría de municipio a través de la orde-
nanza 25 de abril 11 de 1911 de la Asamblea De-
partamental de Nariño y se torna en representativo 
de la cultura nariñense.

Este municipio es un claro ejemplo de la situa-
ción problemática que se presenta en el departa-
mento de Nariño, el cual se ha visto drásticamente 
azotado por la violencia debido a la presencia de 
grupos armados al margen de la ley y plantación 
de cultivos ilícitos, por lo cual su población está 
inmersa en un alto riesgo de vulnerabilidad social.

La situación de violencia que afecta a Colombia 

manera ostensible en ciertas regiones donde la pre-
-

la vulnerabilidad de este. Es así como el municipio 
de Los Andes Sotomayor es una de las zonas en 
las que la violencia hace parte del diario vivir, y 
la búsqueda de una estabilidad económica y so-
cial se enfrenta a la dura realidad que representa 
la presencia de grupos armados al margen de la ley 
que respaldan y resguardan sus intereses con actos 
hostiles como la utilización de las minas antiperso-
na, los retenes ilegales, el bloqueo, los asesinatos, 
la extorsión e intimidación a la comunidad; con el 

de violencia presente en la región.
A pesar de las circunstancias que rodean a Los 

Andes Sotomayor, este es un municipio que cuen-
ta con una amplia riqueza cultural y social, donde 
existe una variedad de pisos térmicos, con paisajes 
imponentes y un vasto desarrollo en la actividad 
agrícola, sobresaliendo en el departamento por el 
cultivo de café.

Por las razones expuestas encuentro motivos de 
peso para viabilizar este proyecto ya que brindar 
lugares de desarrollo cultural y libre esparcimien-
to a un municipio de 14.870 habitantes según el 
censo de 2005 y con una proyección de 17.766 
habitantes para el 2010, según cifras del DANE1, 
se puede contribuir con un entorno apto para mi-
tigar los daños a los que constantemente se ven 
sometidos. Además, es menester que el Gobierno 
Nacional  vele por el bienestar y calidad de vida de 
la población perteneciente a esta zona del territorio 
colombiano.

Esta iniciativa surge de la necesidad de resaltar 
los esfuerzos sociales y culturales de los habitantes 
de la región a través de la destinación de unos re-

la construcción y conservación de sitios culturales, 
exaltando la situación particular de la zona y lo re-
presentativa que resulta debido a sus condiciones 

orden público en crisis.
1

CG2005/52418T7T000.PDF

OBJETO DEL PROYECTO

Este proyecto de ley tiene por objeto que la Na-
ción se asocie y rinda homenaje al municipio de 
Los Andes Sotomayor, ya que es un ejemplo de 
esfuerzos culturales y sociales en el sur occidente 
colombiano; resaltando que es el resultado de los 
procesos sociales construidos en el tiempo.

Dadas las condiciones especiales de esta región 
y en pro de optimizar los entornos propicios para 
un mejoramiento de las condiciones de sus habi-
tantes y un futuro crecimiento productivo y desa-
rrollo social, se busca la autorización para que se 

encaminados a la recuperación, mantenimiento y 
sostenimiento del parque central del municipio y 
la construcción de la casa cultural.

ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto presentado consta de tres (3) artí-
culos; el primero rinde un homenaje a Los Andes 
Sotomayor en conmemoración de los cien años 
desde que se erigió como municipio, el segundo 
da vía libre al gobierno para que dentro de los 
presupuestos se asigne un rubro especial para la 
construcción, mantenimiento y recuperación del 
parque central y casa de cultura municipal. El ter-
cer y último artículo establece la vigencia de la ley 
a partir de su promulgación.

MARCO CONSTITUCIONAL

Constitucionalmente se encuentran consagra-
dos algunos artículos que propenden por el de-
sarrollo de los entes territoriales, como son los 
municipios; dentro de este marco se encuentra la 
viabilidad a este proyecto de ley.

Colombia, considerado un Estado social de de-
recho en el cual se debe propender por el bienestar 
de las personas que lo conforman a través de una 
posición activa por parte de los entes del Gobierno, 
garantizando unas condiciones mínimas para los 
asociados; se pregona una autonomía por parte de 
sus entes territoriales y dentro de cuyas funciones 
se contempla el proporcionar los medios idóneos 
para la protección de la nación; como se plasma en 
el artículo segundo superior2.

la comunidad, promover la prosperidad general y garan-
tizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Na-
ción; defender la independencia nacional, mantener la 

y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las per-
sonas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar 
el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares.
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Ya que de acuerdo a la carta fundamental son 
-

rantizar los principios, derechos y deberes de la 
comunidad, los que buscan mantener la integridad 
territorial de sus habitantes y en este caso de las 
personas del municipio de Los Andes Sotomayor.

Además, dentro de las obligaciones, taxativa-
mente se ha considerado que es el Estado el res-
ponsable de la protección de las riquezas cultura-
les y naturales de la Nación3.

PRESENTACIÓN DE LA INICIATIVA

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 286 DE 2011 CÁMARA, 203 DE 
2010 SENADO

PROYECTO DE LEY 286 DE 2011  
CÁMARA, 203 DE 2010 SENADO

por medio de la cual la Nación se asocia y 
rinde homenaje al municipio de Los Andes Soto-
mayor, del departamento de Nariño, con motivo 
de la celebración en el año 2011 de los 100 años 

de ser erigido como  
municipio.

El Congreso de la República

Artículo 1°. La Nación se asocia a la conme-
moración y rinde público homenaje al municipio 
de Los Andes Sotomayor en el departamento de 
Nariño, con motivo de la celebración de los 100 
años en el año 2011 de ser erigido como munici-
pio.

Artículo 2°. Como reconocimiento histórico 
al municipio de Los Andes Sotomayor, autorícese 
al Gobierno Nacional para que dentro de los si-
guientes presupuestos generales de la Nación se 
incluyan los recursos necesarios, para la ejecu-

1. Reparación, mantenimiento y conservación 
del parque central del municipio de Los Andes So-
tomayor.

3  Artículo 8°. C. P. Obligación del Estado y de las per-
sonas proteger las riquezas culturales y naturales de la 
Nación.

2. Construcción de la casa de la cultura del mu-
nicipio de Los Andes Sotomayor.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación”.

PROPOSICIÓN

Con fundamento en las consideraciones ante-
riormente expuestas, de manera muy respetuosa 
me permito solicitar a los honorables Represen-
tantes miembros de la Comisión Segunda de la 
honorable Cámara de Representantes, dar primer 
debate al Proyecto de ley número 286 de 2011 
Cámara, 203 de 2010 Senado, por medio de la 
cual la Nación se asocia y rinde homenaje al mu-
nicipio de Los Andes Sotomayor, del departamento 
de Nariño, con motivo de la celebración, en el año 
2011, de los cien años de ser erigido como muni-
cipio.

De los honorables Representantes,

Atentamente,

Gilberto Betancourt Pérez,

Honorable Representante a la Cámara.
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